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I. DISPOSICIONES GENERALES

JEFATURA DEL ESTADO
4152 Real Decreto-ley 9/2020, de 27 de marzo, por el que se adoptan medidas 

complementarias, en el ámbito laboral, para paliar los efectos derivados del 
COVID-19.

I

El pasado 14 de marzo, el Consejo de Ministros acordó declarar el estado de alarma, 
en virtud del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, con motivo de la crisis sanitaria 
originada por la pandemia del COVID-19.

Posteriormente, con fecha 17 de marzo, el Consejo de Ministros aprobó el Real 
Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer 
frente al impacto económico y social del COVID-19, con el fin de arbitrar un conjunto de 
medidas que permitieran paliar, en cierta medida, la crisis sanitaria, económica y social 
generada por la pandemia del COVID-19.

Entre las medidas contempladas en este real decreto-ley, se recogía la flexibilización 
de los Expedientes de Regulación Temporal de Empleo (ERTE), tanto por causa de fuerza 
mayor, como en el supuesto de los derivados de causas económicas, técnicas, 
organizativas y de producción, con el fin de intentar paliar los efectos devastadores que 
esta crisis sanitaria está produciendo en el mercado laboral.

No obstante, el notablemente estancamiento que está registrando nuestro mercado laboral, 
unido al importante volumen de ERTE presentados, desde la declaración del estado de alarma, 
ponen de relieve la necesidad de arbitrar nuevas medidas e instrumentos que contribuyan a 
paliar los efectos de esta crisis sanitaria sobre las personas trabajadoras de nuestro país.

De esta forma, la situación extraordinaria y urgente por la que actualmente atravesamos 
requiere la adopción de nuevas medidas que respondan de manera adecuada a las 
necesidades que se derivan de las consecuencias cambiantes de esta crisis sanitaria, que 
suponen una alteración grave y sin precedentes de nuestra vida diaria y que está teniendo 
un impacto devastador sobre el mercado laboral, generando una gran incertidumbre en un 
amplio colectivo de personas trabajadoras, que están viendo afectados sus puestos de 
trabajo, a raíz de la suspensión de un importante volumen de actividades, como 
consecuencia de la declaración del estado de alarma.

II

El real decreto-ley se estructura en cinco artículos, cuatro disposiciones adicionales y 
tres disposiciones finales.

En primer término, el real decreto-ley busca establecer instrumentos tendentes a 
garantizar la aplicación efectiva de los servicios que resultan esenciales en las 
circunstancias actuales, al objeto de dar una respuesta adecuada a las necesidades de 
atención sanitaria y social, que concurren. No en vano, los hospitales, los ambulatorios y 
las residencias de personas mayores, entre otros, son centros llamados a prestar un 
servicio básico en un contexto de emergencia de salud pública y social, como el que 
atravesamos en la actualidad.

Así, este real decreto-ley, prevé que, durante la vigencia del presente estado de alarma 
y sus posibles prórrogas, los centros, servicios y establecimientos sanitarios, como 
hospitales o ambulatorios, y los centros sociales de mayores, personas dependientes o 
personas con discapacidad, como residencias y centros de día, ya sean de titularidad 
pública o privada, o cualquiera que sea su régimen de gestión, que determinen el Ministerio 
de Sanidad o el Ministerio de Derechos Sociales y Agenda 2030, como servicios esenciales, 
no puedan tramitar ERTE. Esta medida busca garantizar el compromiso de toda la sociedad, 

cv
e:

 B
O

E
-A

-2
02

0-
41

52
Ve

rif
ic

ab
le

 e
n 

ht
tp

s:
//w

w
w

.b
oe

.e
s

manolo
Resaltado



BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 86	 Sábado 28 de marzo de 2020	 Sec. I.   Pág. 27555

La Inspección de Trabajo y Seguridad Social, en colaboración con la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria y las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, incluirá, entre 
sus planes de actuación, la comprobación de la existencia de las causas alegadas en las 
solicitudes y comunicaciones de expedientes temporales de regulación de empleo basados 
en las causas de los artículos 22 y 23 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo.

Disposición final primera.  Modificación del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de 
medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del 
COVID-19.

Se modifica el apartado segundo de la disposición transitoria primera, que queda 
redactado en los siguientes términos:

«Disposición transitoria primera.  Limitación a la aplicación a los expedientes de 
regulación de empleo.

2.  Las medidas extraordinarias en materia de cotizaciones y protección por 
desempleo previstas en los artículos 24 y 25 serán de aplicación a los afectados por 
los procedimientos de suspensión de contratos y reducción de jornada comunicados, 
autorizados o iniciados, con anterioridad a la entrada en vigor de este real decreto-
ley, siempre que deriven directamente del COVID-19.»

Disposición final segunda.  Modificación del artículo 16 del Real Decreto-ley 7/2020, de 
12 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes para responder al impacto 
económico del COVID-19.

Se da nueva redacción al artículo 16 del Real Decreto-ley 7/2020, de 12 de marzo, por 
el que se adoptan medidas urgentes para responder al impacto económico del COVID-19, 
modificado por la Disposición final sexta del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de 
medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del 
COVID-19, que queda redactado como sigue:

«Artículo 16.  Contratación.

1.  La adopción de cualquier tipo de medida directa o indirecta por parte de las 
entidades del sector público para hacer frente al COVID-19 justificará la necesidad 
de actuar de manera inmediata, siendo de aplicación el artículo 120 de la Ley 
9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se 
transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo 
y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014.

2.  De acuerdo con la previsión establecida en el párrafo anterior, a todos los 
contratos que hayan de celebrarse por las entidades del sector público para atender las 
necesidades derivadas de la protección de las personas y otras medidas adoptadas 
por el Consejo de Ministros para hacer frente al COVID-19, les resultará de aplicación 
la tramitación de emergencia. En estos casos, si fuera necesario realizar abonos a 
cuenta por actuaciones preparatorias a realizar por el contratista, no será de aplicación 
lo dispuesto respecto a las garantías en la mencionada Ley 9/2017, siendo el órgano 
de contratación quien determinará tal circunstancia en función de la naturaleza de la 
prestación a contratar y la posibilidad de satisfacer la necesidad por otras vías. De la 
justificación de la decisión adoptada deberá dejarse constancia en el expediente.

3.  El libramiento de los fondos necesarios para hacer frente a los gastos que 
genere la adopción de medidas para la protección de la salud de las personas frente 
al COVID-19 podrá realizarse a justificar.

4.  Cuando la contratación para la atención de estas necesidades deba 
producirse en el exterior, porque los contratos se formalicen o ejecuten total o 
parcialmente en el extranjero, la formalización de los contratos corresponderá al 
Jefe de la Misión o Representación Permanente, con sujeción a las condiciones 
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libremente pactadas por la Administración con el contratista extranjero, cuando la 
intervención de éste sea absolutamente indispensable para la ejecución del contrato, 
por requerirlo así la atención de las necesidades derivadas de la protección de las 
personas y otras medidas adoptadas por el Consejo de Ministros para hacer frente 
al COVID-19, y así se acredite en el expediente. No obstante, esta competencia 
podrá avocarse por el titular del departamento Ministerial competente por razón de 
la materia. Los contratos deberán formalizarse por escrito y se sujetarán a las 
condiciones pactadas por la Administración con el contratista extranjero.

Los libramientos de los fondos a los que se refiere el apartado tercero de este 
artículo podrán realizarse bien a favor de cajeros en España, bien a favor de cajeros 
en el exterior, manteniéndose la gestión financiera en el ámbito del Ministerio de 
Sanidad y con cargo a su presupuesto, sin perjuicio de que pudiera realizarse 
igualmente el pago en firme a través del cajero de pagos en el exterior. No obstante, 
la persona titular del ministerio de sanidad podrá delegar esta competencia de 
gestión financiera en órganos o entidades, sean o no dependientes.

Cuando fuera imprescindible de acuerdo con la situación del mercado y el tráfico 
comercial del Estado en el que la contratación se lleve a cabo, podrán realizarse la 
totalidad o parte de los pagos con anterioridad a la realización de la prestación por 
el contratista, en la forma prevista en el apartado 2. El riesgo de quebranto que 
pudiera derivarse de estas operaciones será asumido por el presupuesto del Estado.

5.  Se excluye de la obligación de facturación electrónica establecida en la Ley 
25/2013, de 27 de diciembre, de impulso de la factura electrónica y creación del registro 
contable de facturas en el Sector Público, desde la entrada en vigor de este real 
decreto-ley, a las facturas emitidas por proveedores no nacionales radicados en el 
exterior que correspondan a los expedientes a los que hace referencia este artículo.»

Disposición final tercera.  Entrada en vigor y vigencia.

Este real decreto-ley entrará en vigor el mismo día de su publicación en el «Boletín 
Oficial del Estado», manteniendo su vigencia durante el estado de alarma decretado por el 
Real Decreto 463/2020 y sus posibles prórrogas.

Dado en Madrid, el 27 de marzo de 2020.

FELIPE R.

El Presidente del Gobierno,
PEDRO SÁNCHEZ PÉREZ-CASTEJÓN
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